
 
 

 

IV. EXPEDIENTE D-12536 - SENTENCIA C-165/19 (abril 10) 

M.P. Alejandro Linares Cantillo 
 
 

 

1. Norma demandada 
 

LEY 1480 DE 2011  
(octubre 12) 

 
Por medio de la cual se expide el Estatuto del  
Consumidor y se dictan otras disposiciones 

 
ARTÍCULO 59. FACULTADES 
ADMINISTRATIVAS  DE LA 

SUPERINTENDENCIA   DE INDUSTRIA Y  
COMERCIO. Además de la prevista en el capítulo 
anterior, la Superintendencia de Industria y 
Comercio tendrá las siguientes facultades 
administrativas en materia de protección al 
consumidor, las cuales ejercerá siempre y cuando 
no hayan sido asignadas de manera expresa a otra 
autoridad: 

 
1. Velar por la observancia de las disposiciones 
contenidas en esta ley y dar trámite a las 

 
 
 
 

 

investigaciones por su incumplimiento, así como 
imponer las sanciones respectivas. 
 
2. Instruir a sus destinatarios sobre la manera 
como deben cumplirse las disposiciones en 
materia de protección al consumidor, fijar los 
criterios que faciliten su cumplimiento y señalar los 
procedimientos para su aplicación. 
 
3. Interrogar bajo juramento y con observancia de 
las formalidades previstas en el Código de 
Procedimiento Civil, a cualquier persona cuyo 
testimonio se requiera para el esclarecimiento de 
los hechos relacionados con la investigación 
correspondiente. Para los efectos de lo previsto en 
el presente numeral, se podrá exigir la 
comparecencia de la persona requerida, haciendo 
uso de las medidas coercitivas que se consagran 
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para este efecto en el Código de Procedimiento 

Civil. 
 

4. Practicar visitas de inspección, así como 
cualquier otra prueba consagrada en la ley, 
con el fin de verificar hechos o circunstancias 
relacionadas con el cumplimiento de las 
disposiciones a las que se refiere la presente ley; 

 
5. Con excepción de las competencias atribuidas a 

otras autoridades, establecer la información que deba 

indicarse en determinados productos, la forma de 

suministrarla, así como las condiciones que esta debe 

reunir, cuando se encuentre en riesgo la salud, la 

vida humana, animal o vegetal y la seguridad, o 

cuando se trate de prevenir prácticas que puedan 

inducir a error a los consumidores. 
 

6. Ordenar, como medida definitiva o preventiva, 
el cese y la difusión correctiva en las mismas o 

similares condiciones de la difusión original, a 
costa del anunciante, de la publicidad que no 
cumpla las condiciones señaladas en las 
disposiciones contenidas en esta ley o de aquella 
relacionada con productos que por su naturaleza o 
componentes sean nocivos para la salud y ordenar 
las medidas necesarias para evitar que se induzca 
nuevamente a error o que se cause o agrave el 
daño o perjuicio a los consumidores. 

 
7. Solicitar la intervención de la fuerza pública con 
el fin de hacer cumplir una orden previamente 
impartida. 

 
8. Emitir las órdenes necesarias para que se 
suspenda en forma inmediata y de manera 
preventiva la producción, o la comercialización de 
productos hasta por un término de sesenta (60) 
días, prorrogables hasta por un término igual, 
mientras se surte la investigación correspondiente, 
cuando se tengan indicios graves de que el 
producto atenta contra la vida o la seguridad de 
los consumidores, o de que no cumple el 
reglamento técnico. 

 
9. Ordenar las medidas necesarias para evitar que 
se cause daño o perjuicio a los consumidores por 
la violación de normas sobre protección al 
consumidor. 

 
10. Difundir el conocimiento de las normas sobre 

protección al consumidor y publicar periódicamente la 

información relativa a las personas que han sido 

sancionadas por violación a dichas disposiciones y las 

causas de la sanción. La publicación mediante la cual 

se cumpla lo anterior, se hará por el medio que 

determine la Superintendencia de Industria y 

Comercio, la Superintendencia Financiera y será de 

acceso público. 
 

11. Ordenar la devolución de los intereses cobrados 

en exceso de los límites legales y la sanción 

 

LEY 1778 DE 2016  
(febrero 2) 

 
Por la cual se dictan normas sobre 

responsabilidad de las personas jurídicas por 
actos de corrupción transnacional y se dictan 
otras disposiciones en materia de lucha contra 

la corrupción. 
 

ARTÍCULO 20. ACTUACIONES Y 
DILIGENCIAS PARA LA INVESTIGACIÓN  
ADMINISTRATIVA DEL SOBORNO 
TRANSNACIONAL. Para el ejercicio de las 
competencias previstas en esta ley, la 

 

 

establecida en el artículo 72 de la Ley 45 de 1990, 

en los contratos de adquisición de bienes y de 
prestación de servicios mediante sistemas de 
financiación o en los contratos de crédito 
realizados con personas naturales o jurídicas cuyo 
control y vigilancia en la actividad crediticia no 
haya sido asignada a alguna autoridad 
administrativa en particular. 
 
12. Ordenar al proveedor reintegrar las sumas 
pagadas en exceso y el pago de intereses 
moratorios sobre dichas sumas a la tasa vigente a 
partir de la fecha de ejecutoria del 
correspondiente acto administrativo, en los casos 
en que se compruebe que el consumidor pagó un 
precio superior al anunciado. 
 
13. Definir de manera general el contenido, 
características y sitios para la indicación pública de 
precios. 
 
14. Ordenar modificaciones a los clausulados 
generales de los contratos de adhesión cuando sus 
estipulaciones sean contrarias a lo previsto en esta 
ley o afecten los derechos de los consumidores. 
 
15. La Superintendencia de Industria y Comercio 
podrá instruir según la naturaleza de los bienes y 
servicios, medidas sobre plazos y otras 
condiciones, en los contratos de adquisición de 
bienes y prestación de servicios. 
 
16. Fijar el término de la garantía legal de que trata 

el artículo 8o de la presente ley para determinados 

bienes o servicios, cuando lo considere necesario. 
 
17. Fijar el término por el cual los productores y/o 

proveedores deben disponer de repuestos, partes, 

insumos y mano de obra capacitada para garantizar 

el buen funcionamiento de los bienes que ponen en 

circulación, conforme a lo dispuesto en el numeral 

7 del artículo 11 de la presente ley. 
 
18. Fijar requisitos mínimos de calidad e idoneidad 
para determinados bienes y servicios, mientras se 
expiden los reglamentos técnicos correspondientes 
cuando encuentre que un producto puede poner 
en peligro la vida, la salud o la seguridad de los 
consumidores. 
 
19. <Numeral adicionado por el artículo 6 de la Ley 

1935 de 2018. El nuevo texto es el siguiente:> Vigilar 

lo relacionado con la información suministrada al 

consumidor sobre la voluntariedad de las propinas, y 

su efectiva destinación por parte de los 

establecimientos de comercio. 
 
En desarrollo de las funciones que le han sido 
asignadas a la Superintendencia de Industria y 
Comercio esta propenderá por difundir, informar y 
capacitar en materia de protección al consumidor. 
 

 

Superintendencia de Sociedades podrá realizar 
todas las actuaciones autorizadas por la ley para el 
ejercicio de sus funciones de inspección, vigilancia 
y control. En especial, podrán: 
 
1. Realizar visitas de inspección, decretar y 
practicar pruebas y recaudar toda la 
información conducente. 
 
2. Solicitar a las personas naturales y jurídicas el 

suministro de datos, informes, libros y papeles de 
comercio que se requieran para el esclarecimiento 
de los hechos. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1480_2011.html#8
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1480_2011.html#11
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1935_2018.html#6
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3. Interrogar, bajo juramento y con observancia 
de las formalidades previstas para esta clase de 

pruebas en el Código General del Proceso, a 
cualquier persona cuyo testimonio pueda resultar 
útil para el esclarecimiento de los hechos durante 
el desarrollo de sus funciones. 

 
ARTÍCULO 21. RENUENCIA A SUMINISTRAR 
INFORMACIÓN. Las personas jurídicas, que se 
rehúsen a presentar a la Superintendencia de 
Sociedades los informes o documentos requeridos 
en el curso de las investigaciones administrativas, 
los oculten, impidan o no autoricen el acceso 
a sus archivos a los funcionarios 
competentes, remitan la información solicitada 
con errores significativos o en forma incompleta, o 
no comparezcan a las diligencias probatorias de la 
Superintendencia de Sociedades sin justificación, 
serán sancionadas con multa a favor de esta 
Superintendencia, hasta de doscientos mil 
(200.000) salarios mínimos mensuales legales 
vigentes al momento de la ocurrencia de los 
hechos. La Superintendencia de Sociedades podrá 
imponer multas sucesivas al renuente, en los 
términos del artículo 90 de la Ley 1437 de 2011. 

 
La sanción a la que se refiere el anterior inciso se 
aplicará sin perjuicio de la obligación de 
suministrar o permitir el acceso a la 

 

2. Decisión 

 

 

información o a los documentos requeridos, 

en los términos del artículo 20 de esta ley. 
 
Dicha sanción se impondrá mediante resolución 

motivada, previo traslado de la solicitud de 

explicaciones a la persona a sancionar, quien tendrá 

un término de diez (10) días para presentarlas. 
 
La resolución que ponga fin a la actuación por 
renuencia deberá expedirse y notificarse dentro de 
los dos (2) meses siguientes al vencimiento del 
término para dar respuesta a la solicitud de 
explicaciones. Contra esta resolución procede el 
recurso de reposición, el cual deberá interponerse 
dentro de los cinco (5) días siguientes a la fecha 
de la notificación. 
 
PARÁGRAFO. Esta actuación no suspende ni 
interrumpe el desarrollo del procedimiento 
administrativo sancionatorio que se esté 
adelantando para establecer la comisión de 
infracciones a disposiciones administrativas. 

 

Declarar EXEQUIBLES el numeral 4º (parcial) del artículo 59 de la Ley 1480 de 2011, los 
numerales 2º y 3º del artículo 20 y el artículo 21 (parcial) de la Ley 1778 de 2016, en el 
entendido de que las competencias allí previstas (i) deben ejercerse a la luz de lo 
dispuesto en el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 
y en el Código General del Proceso, y (ii) no comprenden la realización de interceptaciones 
o registros ni otras actividades probatorias que, según la Constitución, se encuentran 
sometidas a reserva judicial de conformidad con la Constitución 

 

3. Síntesis de los fundamentos 
 

El demandante solicitó a este Tribunal declarar la inexequibilidad de: (i) el numeral 4º 
(parcial) del artículo 59 de la Ley 1480 de 2011; y (ii) los numerales 2º y 3º del artículo 20 
y el artículo 21 (parcial) de la Ley 1778 de 2016. Sostuvo el demandante que las 
disposiciones violan los artículos 15, 28 y 29 de la Constitución principalmente por dos 
razones. Primero, al no establecer cuál es el régimen jurídico aplicable a las actuaciones 
administrativas de las superintendencias, en lo relativo al tipo de pruebas que pueden 
practicar y el desarrollo de las etapas probatorias. Esta indeterminación del régimen 
jurídico aplicable es contraria a los artículos 15 y 29 de la Constitución. Segundo, las 
disposiciones acusadas permiten la interceptación de comunicaciones, el registro de 
correspondencia o el allanamiento del domicilio, lo cual desconoce lo establecido en los 
artículos 15 –inciso tercero- y 28 de la Constitución, que disponen que estas actividades 
probatorias están sometidas a reserva judicial. 

 

La Corte consideró que las competencias probatorias de las superintendencias se encuentran 

jurídicamente delimitadas. Al respecto constató que: (i) las atribuciones probatorias tienen 

como objeto que en el curso de investigaciones administrativas adelantadas por la 

Superintendencia de Industria y Comercio y la Superintendencia de Sociedades, pueda 

determinarse el cumplimiento de las normas de protección al consumidor y de aquellas que 

prohíben el soborno transnacional y (ii) existen normas de reenvío al Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo en lo no regulado especialmente por las 

leyes parcialmente acusadas seguidas, a su vez, de la remisión que dicho estatuto hace al 

Código General del Proceso en lo relativo a los medios de prueba. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1437_2011_pr002.html#90
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1778_2016.html#20
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Conforme a ello la premisa de indeterminación en la que tiene su punto de partida la 
acusación del demandante resulta incorrecta. 

 

Ahora bien, respecto del segundo planteamiento del demandante, la Corte constató que la 
lectura de las disposiciones acusadas podría conducir a dos interpretaciones. La primera 
de ellas, fundada en una interpretación literal, implica que las superintendencias pueden 
practicar, sin límite temático alguno, cualquier tipo de pruebas, incluyendo aquellas cuyo 
desarrollo se encuentra sometido a reserva o control judicial. La segunda indica que las 
disposiciones demandadas, una vez son interpretadas a la luz del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y de la remisión que este hace al Código 
General del Proceso, excluyen tal interpretación. 

 

A juicio de este Tribunal la primera interpretación se opone a la Constitución. Lo anterior, 
en la medida que, el artículo 15 Superior (derecho a la intimidad), prevé que la realización 
de interceptaciones o registros y otras actividades probatorias que, según la Constitución, 
se encuentran sometidas a reserva judicial, requieren de orden judicial. Por lo cual, dichos 
medios de prueba no podrían ser practicados por las superintendencias sin la respectiva 
intervención judicial. De conformidad con lo anterior, condicionó el entendido de las 
disposiciones acusadas. 

 


